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El trabajo parte de la consagración de la idea de “economía circular” en el Plan de Acción de 
la UE de 2015 para mostrar su rápida y amplia incorporación a la normativa ambiental, 
especialmente, en materia de residuos. En segundo lugar, se indican las características que 
pueden apreciarse en la economía circular como principio jurídico y se demuestra que no es 
tan novedoso como se presenta. Por último, se reivindican los valores y técnicas del Derecho 
frente a la hegemonía que han alcanzado en la normativa ambiental los conceptos 
tecnológicos y económicos. 
 
ABSTRACT: 
The paper work starts from the expression of the idea of “circular economy” in the EU 
Action Plan of 2015, in order to show its rapid and wide incorporation into environmental 
regulations, especially in the area of waste. In second place, the paper indicates the 
characteristics that can be seen in the circular economy as a legal principle, and shows that it 
is not as new as it usually appears. Finally, the work claims the values and techniques of the 




PALABRAS CLAVE: Economía circular; Residuos; Principios del Derecho ambiental. 
 
KEYWORDS: Circular economy; Waste; Principles of Environmental Law 
 
 
ACTUALIDAD JURÍDICA AMBIENTAL N. 102/2, JUNIO 2020  







1. Planteamiento: una ponencia-basura. .................................................................................... 227 
2. Irrupción y eclosión de la Economía circular ....................................................................... 228 
2. 1. La consagración del lema: el Plan de Acción de la UE para la economía circular.
 ..................................................................................................................................................... 228 
2. 2. La expansión del lema: los desarrollos normativos de la economía circular. .......... 229 
3. Significado y alcance jurídico de la economía circular como ¿nuevo? principio jurídico.
 ......................................................................................................................................................... 231 
3. 1. Caracterización del principio de economía circular. .................................................... 231 
3. 1. 1. Principio instrumental, de significado difuso y vocación generalista, que 
integra heterogéneos objetivos y subprincipios diversos.............................................. 231 
3. 1. 2. Su pretendida novedad. ........................................................................................ 234 
3. 1. 3. Su limitada eficacia actual como principio jurídico. ......................................... 237 
3. 2. Una novedad más terminológica que sustancial: la economía circular como 
bálsamo de fierabrás y una revolución de terciopelo. .......................................................... 239 
3. 2. 1. La economía circular como bálsamo de Fierabrás............................................ 239 
3. 2. 2. Una revolución de terciopelo: la economía circular es una economía de 
mercado más eficiente. ...................................................................................................... 240 
3. 2. 3. Los retos pendientes en el ámbito de los residuos son los retos clásicos. .... 242 
4. ¿Debe cambiar la economía o debe cambiar la sociedad? reivindicación del Derecho 
ambiental y de los valores jurídicos. ........................................................................................... 243 
4. 1. El desconcierto del iusambientalista .............................................................................. 243 
4. 2. De la sociedad del reciclado a la economía circular ¿Debe transformarse la 
economía o la sociedad?........................................................................................................... 244 
4. 3. Reivindicación de los valores jurídicos del Derecho Ambiental. .............................. 246 
5. Reflexión final: más derecho en las políticas ambientales y, sobre todo, en el derecho 







ACTUALIDAD JURÍDICA AMBIENTAL N. 102/2, JUNIO 2020  






1. PLANTEAMIENTO: UNA PONENCIA-BASURA 
 
Al repasar mi trayectoria en los Congresos Nacional de Derecho Ambiental organizados por 
ADAME, pude constatar que mis intervenciones en la mesa de residuos respondían 
exactamente a lo que Alejandro Nieto ha denominado la deriva hacia el positivismo forense 
de los iusadministrativistas. Es decir, un “Derecho de y para abogados” en lo que constituye 
una “variante desviada de la Ciencia del Derecho”1. 
 
Con la pretensión de salirme de esa práctica y de renovar el espíritu de mi intervención, voy 
a alejarme una exégesis de los más recientes cambios legislativos o de comentar las 
resoluciones judiciales más relevantes, para tratar de reflexionar sobre ese nuevo principio de 
la economía circular que está proliferando en todo tipo de textos programáticos, de 
estrategias ambientales y, también, de disposiciones normativas. 
 
Podría, por ello, calificarse este trabajo como el reflejo de una ponencia-basura. Algo que se 
acomoda bien al modo con el que, en más de una ocasión el prof. Martín Mateo, me presentó: 
como basurólogo. Una ponencia, en suma, que resultará inútil para quien trate de encontrar 
en ella soluciones prácticas2. Espero, no obstante, que al igual que sucede con la 
consideración de los residuos como recursos, alguien pueda encontrar algo valioso —aunque 
no tenga aplicabilidad práctica inmediata— en ella. 
 
La política de residuos y, en general, la política ambiental se caracteriza por la creación de 
lemas o eslóganes que periódicamente van sucediéndose unos a otros. Tienen la virtud de 
excitar las pasiones, de rearmar los ánimos, de reforzar las energías que en la lucha ambiental 
a veces decaen por la ineficacia de las políticas y la inutilidad de los esfuerzos. En la política 
                                                             
1 Para A. NIETO, “hoy vivimos una fase en que los profesores sensibles a los deseos de los prácticos, están 
convirtiendo la Ciencia del Derecho en un mero Derecho forense y sus lectores suelen agradecérselo por el 
ahorro de tiempo que su actitud significa” (Testimonios de un jurista, ed. INAP, Madrid, 2017, p. 313 y ss.). 
2 Unamuno criticaba la pérdida de sentido de una Universidad que había abandonado hacer ciencia, por la 
impartición de asignaturas, y por la búsqueda de soluciones concretas: “¡Soluciones! He aquí el grito de todos 
los que, educados en asignaturas, no sienten lo que es la ciencia. A cada paso y con cualquier motivo oímos lo 
mismo: ¡soluciones! ¡soluciones! Se trata de combatir lo que llaman positivismo (…). Son los mismos que 
critican la teoría: “¡Teorías, teorías! Todo eso a mí no me importa… Eso para los que hacen ciencia; yo me 
limito a aplicarla (…) ¡Cómo puede aplicarle la ciencia sin hacerla!” (UNAMUNO, M., “De la enseñanza 
superior en España”, Ensayos, p. 22 y p. 32). 
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de residuos hemos tenido, por ejemplo, el objetivo de las 3 R (reducir, reutilizar, reciclar) o 
de promover una “sociedad del reciclado”. Ahora ha emergido con fuerza esa nueva 
expresión de la “economía circular” que rápidamente se ha hecho con la hegemonía en la 
política de residuos y que, incluso, tiene vocación de extenderse a otros ámbitos. 
 
En esta ponencia se pondrá de relieve que la economía circular no es un concepto tan 
novedoso como, en ocasiones, se afirma. Además, adolece de una indeterminación que, por 
el momento, le incapacita para desplegar una eficacia jurídica acorde con los ambiciosos 
objetivos que persigue. Finalmente, mostraré que la economía circular como principio 
jurídico no representa un valor imprescindible y necesario, sobre todo si se lo compara con 
los principios y los valores jurídicos clásicos. Por ello, reivindicaré el mantenimiento y la 
potenciación de los principios jurídicos generales del ordenamiento ambiental –así como de 
los más específicos del Derecho de los residuos– que desde hace años vienen apuntado hacia 
los mismos fines que ahora persigue la economía circular. 
 
 
2. IRRUPCIÓN Y ECLOSIÓN DE LA ECONOMÍA CIRCULAR 
 
2.1. La consagración del lema: el Plan de Acción de la UE para la economía 
circular 
 
Aunque se pueden rastrear algunos antecedentes en los que se maneja el concepto y los 
propios términos de “economía circular” cabe entender que su consagración oficial se 
produce con la Comunicación de la Comisión de 2 de diciembre de 2015, titulada “Cerrar el 
círculo: un plan de acción de la UE para la economía circular”3. 
 
Ese plan de acción quiere iniciar una “transición a una economía más circular, en la cual el 
valor de los productos, los materiales y los recursos se mantenga en la economía durante el 
mayor tiempo posible, y en la que se reduzca al mínimo la generación de residuos”. La UE 
acomete con dicho plan de acción el camino de “transformar nuestra economía” con el 
objetivo de alcanzar una “economía sostenible, hipocarbónica, eficiente en el uso de los 
recursos y competitiva”. 
                                                             
3 COM(2015) 614 final. 
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La economía circular pretende, en suma, superar una economía lineal caracterizada por el 
extraer, fabricar, comprar, usar y tirar, por un sistema económico que tenga en cuenta el ciclo 
de los materiales desde la producción (con un diseño ecológico de los mismos y con una 
innovación en los procesos industriales que garantice la obtención sostenible de materias 
primas y la utilización de materias primas secundarias), el consumo (que sea sostenible y 
erradique las prácticas de obsolescencia programada) y la gestión de los residuos (con 
ambiciosos objetivos de reutilización y reciclado) y el impulso del mercado de materias 
primas secundarias. 
 
Los beneficios que se esperan de la nueva economía circular son muy variados. Se destacan, 
entre otros, el impulso de la competitividad de la economía europea (que quedará protegida 
frente a una futura escasez de algunos recursos), la creación de puestos de trabajo a escala 
local; el ahorro energético, y otra serie de beneficios climáticos y ambientales en términos de 
biodiversidad, de calidad del aire, de uso del suelo, de consumo y calidad de las aguas, etc4. 
 
2.2. La expansión del lema: los desarrollos normativos de la economía circular 
 
El Plan contenía un anexo con 54 medidas relativas a la producción y el consumo, la gestión 
de residuos y el mercado de materias primas secundarias. Se identificaban, además, cinco 
sectores prioritarios para acelerar la transición a lo largo de sus cadenas de valor como son 
los plásticos, residuos alimentarios, materias primas críticas, construcción y demolición, 
biomasa y biomateriales. 
 
En marzo de 2019, la Comisión afirmaba que las 54 acciones previstas en del Plan puesto en 
marcha en 2015 “ya han sido ejecutadas o se están ejecutando, lo que contribuirá a impulsar 
la competitividad de Europa, a modernizar su economía y su industria, a crear empleo, a 
proteger el medio ambiente y a generar crecimiento sostenible”5. 
 
 
                                                             
4 Una excelente síntesis de los beneficios y de las medidas del citado Plan puede verse en SANTAMARÍA 
ARINAS, R. J., “Aproximación jurídica a las medidas de la Unión Europea para la economía circular”, Ambienta, 
núm. 117, pp. 36-45. 
5 Para un análisis detallado véase el Informe de la Comisión de 4 de marzo de 2019 sobre la implementación 
del Plan de Acción de Economía Circular [COM(2019) 190 final]. 
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Una parte importante de esas medidas requería la elaboración de nuevas normas o la 
modificación de las anteriores, que se fueron aprobando entre los años 2017 y 2019. En 
concreto, se aprobaron siete directivas: una modificó sustancialmente la Directiva marco de 
Residuos6, otra reformó la Directiva de vertido de residuos (vertederos)7, otras cuatro 
modificaron seis directivas sobre tipos específicos de residuos8 y, otra supuso la aprobación 
de la primera Directiva sobre plásticos9. 
 
Por lo que se refiere a España, la respuesta al Plan de Acción europeo llegó en febrero de 
2018 con la publicación del borrador de la “Estrategia Española de Economía Circular: 
España circular 2030”, todavía en elaboración10. En el plano normativo, se han aprobado 
algunas normas específicas sobre residuos11, pero sigue pendiente el grueso de la trasposición 
de las restantes Directivas. 
 
Las Comunidades Autónomas también han acogido el concepto y la expresión de “economía 
circular” en muchos textos programáticos y en bastantes disposiciones normativas, 
principalmente, en el ámbito de los residuos. Entre los primeros cabe destacar la “Estrategia 
                                                             
6 Directiva 2018/851/UE, de 30 de mayo, por la que se modifica la Directiva 2008/98/CE, sobre los residuos. 
7 Directiva 2018/850/UE, de 30 de mayo, por la que se modifica la Directiva 1999/31/CE relativa al vertido 
de residuos. 
8 Son las siguientes: 
- Directiva 2017/2102/UE, de 15 de noviembre, por la que se modifica la Directiva 2011/65/UE, sobre 
restricciones a la utilización de determinadas sustancias peligrosas en aparatos eléctricos y electrónicos. 
- Directiva 2018/849/UE, de 30 de mayo, por la que se modifican la Directiva 2000/53/CE relativa a los 
vehículos al final de su vida útil, la Directiva 2006/66/CE relativa a las pilas y acumuladores y a los residuos de 
pilas y acumuladores y la Directiva 2012/19/UE sobre residuos de aparatos eléctricos y electrónicos. 
- Directiva 2018/852/UE, de 30 de mayo, por la que se modifica la Directiva 94/62/CE relativa a los envases 
y residuos de envases. 
- Directiva 2009/125/CE, de 21 de octubre, instaura un marco para el establecimiento de requisitos de diseño 
ecológico aplicables a los productos relacionados con la energía. 
9 Directiva 2019/904/(UE), de 5 de junio, relativa a la reducción del impacto de determinados productos de 
plástico en el medio ambiente. 
10 MINISTERIO DE AGRICULTURA, PESCA, ALIMENTACIÓN Y MEDIO AMBIENTE Y 
MINISTERIO DE ECONOMÍA, INDUSTRIA Y COMPETITIVIDAD, España circular 2030, Estrategia 
Española de Economía Circular, (borrador para información pública), febrero de 2018. 
11 Real Decreto 1364/2018, de 2 de noviembre, por el que se modifica el Real Decreto 219/2013, de 22 de 
marzo, sobre restricciones a la utilización de determinadas sustancias peligrosas en aparatos eléctricos y 
electrónicos; y Real Decreto 293/2018, de 18 de mayo, sobre reducción del consumo de bolsas de plástico y 
por el que se crea el Registro de Productores. 
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de Impulso a la Economía verde y a la economía circular” de Cataluña12, la Estrategia 
Andaluza de Bioeconomía Circular13, y otros programas o estrategias de economía circular 
como las aprobadas en la Comunidad de Madrid14, en Extremadura15 o en Navarra16. 
 
En el plano normativo, la economía circular se ha incorporado con notable protagonismo en 
algunas leyes autonómicas sobre residuos, como Ley Foral 14/2018, de 18 de junio, de 
residuos y su fiscalidad, o la Ley 8/2019, de 19 de febrero Ley de residuos y suelos 
contaminados de las Illes Balears. Pero, lo más llamativo ha sido la aprobación, con una 
vocación general y transversal, de una ley específica: la ley 7/2019, de 29 de noviembre, de 
Economía Circular de Castilla-La Mancha. Debe advertirse, no obstante, que estamos ante 
una ley escueta (de tan solo 9 artículos) que se preocupa únicamente por el establecimiento 
de una serie de conceptos, principios y objetivos, con el feliz deseo de que se vayan 
incorporando a las distintas políticas públicas. Un bello deseo que no se ve acompañado de 
instrumentos jurídicos que garanticen la consecución de sus ambiciosos objetivos, los cuales, 




3. SIGNIFICADO Y ALCANCE JURÍDICO DE LA ECONOMÍA 
CIRCULAR COMO ¿NUEVO? PRINCIPIO JURÍDICO 
 
3.1. Caracterización del principio de economía circular 
 
3.1.1. Principio instrumental, de significado difuso y vocación generalista, 
que integra heterogéneos objetivos y subprincipios diversos 
 
Tratándose de un principio de reciente positivación no resulta fácil ofrecer una 
caracterización precisa y acaba del mismo. Por ello, será necesario prestar atención a la 
evolución que pueda tener en sus formulaciones positivas —y especialmente, a sus 
                                                             
12 Acuerdo de Gobierno 72/2015 de 26 de mayo. 
13 Se inició su elaboración por Acuerdo de Consejo de Gobierno de 12 de julio de 2016. 
14 MADRID7R Economía Circular. 
15 Extremadura 2030. 
16 Agenda para el desarrollo de la Economía Circular en Navarra 2030 (ECNA 2030) (aprobado por Acuerdo 
del Gobierno de Navarra de 25 de abril de 2019). 
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aplicaciones judiciales— para poder ir depurando y afinando los rasgos esenciales de este 
principio. Entretanto podemos aproximarnos a su dimensión jurídica con las que, a mi juicio, 
constituyen sus principales notas características. 
 
1. Principio instrumental o mediato. La economía circular es contemplada en los textos 
oficiales europeos como un fin, pero, al mismo tiempo, como un medio o un 
instrumento para alcanzar un objetivo posterior y más elevado. El Plan de acción 
“para la economía circular” de la UE, con el que se pretende impulsar la transición 
hacia ese tipo de economía, deja bien claro que la economía circular no es un fin en 
sí mismo. En efecto, la economía circular no es un punto de llegada, sino un medio 
o un cauce para lograr “una economía sostenible, hipocarbónica, eficiente en el uso 
de los recursos y competitiva”. Nos encontramos, en suma, ante un fin mediato, que 
pretende contribuir a la consecución de un fin último –la economía sostenible– más 
trascendente. 
2. Significado difuso. No existe uniformidad en las definiciones jurídicas o en las 
descripciones del significado jurídico de la economía circular. La economía circular 
como concepto jurídico es, por el momento, un concepto difícil de aprehender. Se 
ha señalado, a este respecto, lo sorprendente que resulta que, existiendo más de cien 
definiciones del concepto, las normas jurídicas que la han incorporado no hayan 
adoptado una definición precisa y uniforme de dicho concepto17. En particular, 
sorprende que la modificación de la Directiva de residuos no lo haya hecho, cuando 
siempre ha sido muy minuciosa a la hora de aportar definiciones jurídicas de los 
términos que emplea. Es cierto, que los principios jurídicos son esencialmente 
indeterminados. Pero, lo que no resulta admisible es considerar ventajoso operar con 
un concepto “difuso” de economía circular18. Porque, en términos jurídicos, ese 
carácter difuso equivale a imprecisión, a confusión y, en último término, a 
inseguridad jurídica. Es decir, lo contrario de lo que debe garantizar la regulación. 
                                                             
17 SANTAMARÍA ARINAS, R. J., “Economía circular: líneas maestras de un concepto jurídico en 
construcción”, en el monográfico “El Derecho ambiental entre la ciencia, la economía y la sociología”, de la 
Revista Catalana de Dret Ambiental, vol 10, nº 1, 2019, p. 8. 
18 La Agenda para el desarrollo de la Economía Circular en Navarra 2030 reconoce que el concepto de economía 
circular engloba “muchas tendencias y una transversalidad y complejidad que lo hace difuso”, y se propone 
llevar a la economía circular “más allá de la gestión de residuos promoviendo la asunción de un concepto amplio 
de EC”. 
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Algunas normas autonómicas españolas han comenzado a aportar algunas 
definiciones19. Pero, a mi juicio, es necesaria una definición uniforme –a nivel 
europeo o, cuando menos, estatal– que evitara concepciones diversas que acabarán 
por distorsionar un concepto, de por sí, amplio y genérico. 
3. Vocación transformadora, transversal y generalista. Los ambiciosos objetivos 
transformadores asignados a la economía circular (cambio sistémico, cambio de 
modelo económico) dotan a este principio de un carácter transversal y le confieren 
una vocación expansiva muy notable20. Esa transversalidad debería provocar que el 
principio trascendiera del ámbito de los residuos y le llevara a extenderse por todo el 
ámbito del Derecho ambiental e, incluso, del Derecho público21. Sin embargo, por el 
momento, esto no se ha producido y su alcance se ha limitado al sector normativo 
de los residuos. 
4. Principio de principios. La transversalidad del principio y su proyección hacia 
objetivos heterogéneos y diversos permite descubrir o estructurar sus diversas facetas 
en otra serie de principios secundarios. Téngase en cuenta que pretende afectar a 
actividades económicas interrelacionadas pero diferentes, como son la producción el 
consumo, la gestión de residuos y los mercados de materias primas secundarias. A 
ello se une esa vocación generalista que le lleva a trascender del ámbito del sistema 
de los productos y residuos e influir en otro tipo de sistemas socioeconómicos y 
culturales. Ahora bien, si no hay armonización de la definición del concepto de 
economía circular, mucho menos la hay en la identificación de los principios que 
engloba. La modificación de la Directiva marco de Residuos afirma en el primero de 
sus considerandos que deben promoverse “los principios de la economía circular”, 
                                                             
19 Véanse, por ejemplo, las definiciones contenidas en la Ley 16/2017 de Cambio Climático de Cataluña (art. 
4.1, d), en la Ley 8/2018 de medidas frente al cambio climático de Andalucía (aptdo. X del Anejo) o en la Ley 
10/2019 de cambio climático y de transición energética de las Islas Baleares (art. 4, d).. Por su parte, el artículo 
2.1 de la Ley 7/2019 de Economía Circular de Castilla-La Mancha la define como “un modelo económico que 
se incluye en el marco del desarrollo sostenible y que optimiza el uso de los recursos naturales, cierra los ciclos 
de agua, energía y materia, minimiza los impactos ambientales, y fomenta la eficacia al conseguir que los 
productos y recursos mantengan su utilidad y valor el mayor tiempo posible, con el fin de cambiar los 
mecanismos de producción, distribución y consumo de bienes y servicios, reduciendo el consumo de materias 
primas, energía y recursos, y a su vez evitando emisiones y pérdidas materiales”. 
20 Esa es la pretensión de la Ley 7/2019 de Economía Circular de Castilla-La Mancha. 
21 Así lo ha advertido SANTAMARÍA ARINAS, R. J., “Economía circular: líneas maestras de un concepto 
jurídico en construcción”, cit. p. 17. 
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aunque luego no los identifica. Es frecuente, por otra parte, que se incluyan distintos 
niveles de principios. Por ejemplo, el artículo 3 de la Ley de Economía Circular de 
Castilla-La Mancha diferencia un principio general (“preservar el conjunto de los 
recursos de la tierra, extrayendo menos materias primas y energía y usando los 
recursos de manera más eficiente) y otros principios específicos (optimizar el uso de 
los recursos, preservar y mejorar el estado de los recursos naturales y fomentar la 
eficacia en el sistema social y económico)22. 
 
3.1.2. Su pretendida novedad 
 
El fulgurante éxito de la economía circular se explica, en buena medida, por lo novedoso que 
suena y por el bulímico consumo de principios, ideas o eslóganes que es apreciable en las 
políticas ambientales. 
 
La economía circular sólo tiene de novedosa la expresión. Las ideas que encierra y la 
concepción sistémica del ciclo de los materiales vienen de lejos y ha sido denominadas en la 
política europea de residuos con otros términos que, en su día, tuvieron también un notable 
éxito. Sirvan como ejemplos el objetivo de las 3 R: (reducción, reutilización y reciclaje), el 
enfoque de la cuna a la tumba, la política de productos integrada, o la sociedad del reciclado, 
etc. 
 
Para comprobar esa falsa novedad de la economía circular, podemos remontarnos hasta la 
primera ley de residuos española (Ley 19/1975, de noviembre, de desechos y residuos sólidos 
urbanos). En su exposición de motivos se decía que durante el proceso de elaboración de la 
ley “se advirtió la necesidad de ampliar el contenido de aquélla, con el fin de contemplar y 
dar solución jurídica a los problemas que plantean en nuestro país las actividades que se 
desarrollan en las distintas fases integradas en el ciclo completo da los residuos sólidos 
urbanos, desde su producción hasta su aprovechamiento o eliminación final”. Y más adelante 
advierte de la necesidad de ser eficiente en la utilización de los recursos: 
                                                             
22 Por su parte, la Agenda para el desarrollo de la Economía Circular en Navarra 2030 distingue por un lado 
como principio de acción de la economía circular los tres siguientes: preservación del capital natural, 
optimización del uso de los recursos, y fomento de la eficacia del sistema productivo. Pero, además, enumera 
otros principios asociados como el de jerarquía de gestión de residuos, responsabilidad ampliada del productor, 
protección de la salud humana y el medio ambiente, y gestión eficaz y papel ejemplarizante de la Administración. 
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“la creciente escasez de recursos naturales, como consecuencia del impacto debido al auge demográfica, 
incremento del nivel de vida, industrialización y pautas de consumo, singularmente acusada en países 
con cierto grado de desarrollo, ha convertido la necesidad de la utilización integral de los recursos en 
centro de atención económica e incluso política. En este sentido, la acelerada innovación tecnológica 
producida en las últimas décadas ha permitido considerar la posibilidad de explotar una fuente de 
riqueza hasta ahora desaprovechada. La recuperación de la energía latente o transformación de los 
productos útiles contenido, en los residuos va a determinar que éstos dejen de considerarse en un solo 
aspecto negativo, de desecho, para pasar e constituir una de las fuentes de riqueza del futuro”. 
 
Por ello, al describir el objeto de la ley, su artículo 1 incluye el fomento del “aprovechamiento 
de los mismos mediante la adecuada recuperación de los recursos en ellos contenidos”. A tal 
fin, la ley habilita al Gobierno para “fomentar la utilización de recursos recuperados en la 
fabricación de ciertos productos elaborados” (art. 9, c) y promover los sistemas más 
adecuados “para el aprovechamiento más racional de los recursos contenidos en los mismos” 
(art. 11.1). 
 
Con este marco legal, no es de extrañar que la concepción de los residuos como fuente de 
recursos y de riqueza y la necesidad de impulsar su aprovechamiento como objetivo 
prioritario de la política de residuos, fueran acogidas por la doctrina en fechas muy 
tempranas. Así, por ejemplo, Martín Mateo en el año 1977 ya señalaba la consideración de 
los residuos como recursos y la necesidad de recuperarlos como medida preferente a la de la 
simple eliminación23. Más adelante, se destacó el carácter cíclico (o circular) del sistema de 
los materiales, remarcando la necesidad de tomar en consideración la naturaleza sistémica de 
la gestión de residuos y de los materiales, para adoptar las medidas necesarias tanto la fase de 
producción, como de gestión de residuos24. 
                                                             
23 “En estos momentos se plantea seriamente la necesidad de ir a la recuperación de las basuras extrayendo de 
ellas los materiales aprovechables o utilizándolas como fuentes energéticas. Determinadas formas de 
eliminación suponen una cierta recuperación de contenidos económicos (…) Pero, las tendencias actuales van 
más allá aún y pretenden corregir el derroche de materiales y energías que la eliminación supone. Ello lleva 
aparejado grandes dificultades, sobre todo en los sistemas políticos que basan su economía en incremento 
indefinido del consumo, lo que conduce a un proceso indefinido de sustitución en el que la recuperación no 
tiene lugar” (MARTÍN MATEO, R., Derecho Ambiental, IEAL, Madrid, 1977, p. 713). 
24 “El sistema de la gestión de los residuos es un sistema lineal, pero si adoptamos una perspectiva más amplia 
y nos referimos al sistema de los materiales (que incluye los productos y los residuos derivados de ellos), nos 
encontramos ya ante un sistema circular que permite adoptar decisiones en el ámbito de la producción o de la 
comercialización, que facilitarán las actividades de gestión de residuos” (ALENZA GARCÍA, El sistema de la 
gestión de residuos sólidos urbanos en el Derecho español, INAP-BOE, Madrid, 1997, p. 190). 
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La citada ley española era del mismo año que la primera Directiva europea sobre residuos 
(Directiva 75/442). En ella también se acogía la idea de los residuos como fuente de riqueza 
y se establecía la obligación de los Estados miembros de promocionar “la prevención, el 
reciclaje y la transformación de los residuos, la obtención a partir de éstos, de materias primas 
y eventualmente de energía, así como cualquier otro método que permita la reutilización de 
los residuos” (art. 3.1). 
 
Posteriormente, todos los textos programáticos sobre la política de residuos recogieron estas 
mismas ideas. Este fue el caso, por ejemplo, de las Resoluciones de la Comisión sobre la 
Estrategia comunitaria de Residuos de 1990 y de 1997; y, también, del Libro Verde de 7 de 
febrero de 2001 de la Comisión sobre Política de Productos Integrada25, que supuso un hito 
fundamental en el impulso de las medidas que implicaba ese nuevo paradigma sobre la 
concepción sistémica de la política de residuos. En dicho Libro Verde se definía esta política 
como “un enfoque que pretende reducir los efectos ambientales de los productos durante su 
ciclo de vida, que van desde la extracción minera de materias primas hasta la gestión de 
residuos, pasando por la producción, distribución y utilización”. 
 
Posteriormente, la Comunicación de la Comisión sobre “Desarrollo del concepto del ciclo 
de vida medioambiental” de 18 de junio de 200326 precisó dicho concepto de la siguiente 
manera: 
 
“El concepto del ciclo de vida: analiza el ciclo de vida de un producto con el objetivo de reducir sus 
impactos ambientales acumulativos (desde su concepción hasta su eliminación). Al mismo tiempo, 
también intenta evitar que una determinada parte del ciclo de vida sea tratada de tal forma que el 
resultado sea un simple desplazamiento de la carga medioambiental a otra parte. Al considerar la 
totalidad del ciclo de vida de un producto de forma integrada, la PPI también fomenta la coherencia del 
sistema y alienta la adopción de medidas para reducir los impactos ambientales en el punto del ciclo de 
vida con mayor probabilidad de eficacia en la reducción del impacto ambiental y ahorrar costes a las 
empresas y a la sociedad”.  
 
El concepto del ciclo de vida de los productos, por tanto, estaba sólidamente aceptado tanto 
a nivel legal, como doctrinal y jurisprudencial, cuando la expresión “economía circular” fue 
utilizada por vez primera en la Comunicación de la Comisión de 21 de diciembre de 2005: 
«Un paso adelante en el consumo sostenible de recursos - Estrategia temática sobre 
                                                             
25 COM (2001) 68 final. 
26 COM (2003) 302 final. 
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prevención y reciclado de residuos»27. Desde entonces, esta idea ha seguido utilizándose en 
los textos programáticos sobre residuos y sobre medio ambiente en general28 hasta el citado 
Plan de Acción de 2015. 
 
En definitiva, las ideas de la economía circular no son novedosas, sino que vienen de lejos. 
Lo auténticamente innovador del Plan de 2015 es la intención de dar un verdadero y 
trascendental impulso a esas líneas estratégicas de eficiencia en el uso de los recursos, de 
recuperación de los materiales residuales y de potenciación de los mercados de materias 
primas secundarias, con acciones concretas y disposiciones normativas específicamente 
dirigidas a dichos objetivos. 
 
3.1.3. Su limitada eficacia actual como principio jurídico 
 
Como se ha visto, la economía circular ha sido ya expresamente considerada como principio 
en la legislación autonómica de residuos. Desde luego, es innegable su eficacia como 
principio inspirador de la normativa que se ha aprobado como consecuencia del Plan de 
acción de la UE. No hay norma relacionada con el sector de los residuos que no aluda a la 
economía circular como guía, objetivo y fundamentación de la misma. 
 
Sin embargo, la materialización de este principio dista mucho, por el momento, de tener 
suficiente energía transformadora y de aportar instrumentos jurídicos revolucionarios que 
permitan considerarlo como algo más que una nueva forma de enunciar contenidos ya 
establecidos desde hace tiempo en el ámbito legislativo de los residuos. Más bien, cabe 
entender que se ha instalado entre los principios jurídicos del sector de los residuos, 
sustituyendo al principio de ciclo de vida integral de los productos29. 
 
Por otro lado, hay que reconocer que, a pesar de su vocación transversal y generalista, la 
economía circular no ha dejado sentir su eficacia inspiradora en otros ámbitos normativos 
de carácter ambiental o general. No es descartable que eso ocurra30. Pero, por el momento, 
                                                             
27 COM(2005) 666. 
28 Véase, por ejemplo, el Séptimo Programa de Acción en materia de Medio Ambiente de 2013. 
29 Sobre el significado y alcance de este principio me remito a lo dicho en ALENZA GARCÍA, J. F., “Los 
principios de la política de residuos”, Revista Aranzadi de Derecho Ambiental, nú,. 23, 2012, pp. 215-258. 
30 A pesar de las evidentes e importantes interrelaciones que existen entre la normativa de residuos y la 
normativa energética y climática, la economía circular no ha sido acogida en este sector como un principio. Por 
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la eficacia real del principio jurídico de economía circular se ha centrado en el ámbito de la 
política y de la normativa de residuos. Su principal efecto ha sido –y será en el futuro–la 
intensificación de la sectorialización normativa de este sector, al impulsar la renovación 
normativa sobre determinados productos y sobre específicos tipos de residuos. Este impulso 
renovador también se dirige a reformular problemas clásicos de la normativa de residuos 
como luego señalaré. 
 
En definitiva, el principio de la economía circular se ha limitado, por el momento, a instalarse 
entre los principios de la normativa de residuos, sin que haya mostrado tener suficiente vigor 
como para aportar instrumentos jurídicos auténticamente transformadores. Eso sí, está 
animando a renovar o reformular la regulación de los problemas clásicos del ordenamiento 
de los residuos para avanzar hacia una auténtica economía circular. 
 
Está por ver si en el futuro podrá cumplir con otra función típica de los principios jurídicos, 
como es la de servir de criterio para resolver problemas concretos en caso de lagunas jurídicas 







                                                             
el momento, las alusiones a la economía circular son genéricas, superficiales y, en ocasiones, puramente 
testimoniales. No obstante es previsible que en el futuro se potencien las sinergias entre los objetivos 
concurrentes de la transición a una economía circular y a una economía hipocarbónica. Para ello será necesario 
disponer de herramientas que permitan conocer y medir esas sinergias; incorporar la circularidad en las políticas 
de energía y clima: y que siga avanzándose en las técnicas jurídicas que incorporan la circularidad en el diseño 
de los productos que utilizan la energía. A todo ello me he referido en ALENZA GARCÍA, J. F., “La economía 
circular en la política y en la normativa energética”, en el vol. col. Retos de España ante la transición energética: 
cuestiones actuales del sector energético, ed. Sepín, en prensa. 
31 La Unión Europea está manejando ya unos índices o ratios de circularidad de los residuos (pueden verse en 
este enlace). Desconozco como se calculan esos índices, pero si se logran armonizar unos criterios objetivos 
sobre la circularidad de los residuos, es indudable que constituirá un avance fundamental a la hora de tomar 
decisiones jurídicas sobre los mismos a la hora de autorizar determinados productos, así como de planificar y 
de gestionar los residuos,  
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3.2. Una novedad más terminológica que sustancial: la economía circular como 
bálsamo de fierabrás y una revolución de terciopelo 
 
3.2.1. La economía circular como bálsamo de Fierabrás 
 
La expresión “economía circular” está proliferando en la normativa más reciente hasta límites 
insospechados32. Es indudable que, a pesar de la indeterminación de su significado, ha tenido 
un extraordinario éxito. O quizá, el triunfo provenga, precisamente, de ese carácter difuso de 
las ideas que subyacen en ella. 
 
Su frecuente –y hasta abusiva– utilización tiene algo de expresión fetiche que sirve para todo 
tipo de mensajes (políticos, sociales, jurídicos, económicos), ya que encubre realidades no 
bien definidas y, por ello, puede servir de estandarte que da cobertura a finalidades muy 
diversas. 
 
Se ha erigido en un lema o un eslogan que es aceptado acrítica y unánimemente, aunque no 
se sepa muy bien que se quiere significar en cada caso con ella. Como en su día dijo Loperena 
Rota respecto al desarrollo sostenible, la simplicidad de su definición y el mensaje ético y 
solidario que encierra, la ha convertido en una idea mágica que evoca un modelo de desarrollo 
de perfiles poco definidos pero incontestable y de imposible objeción33. 
 
 
                                                             
32 A finales de 2019, en la base de datos legislativos de Westlaw se identifican 314 disposiciones que utilizan la 
expresión “economía circular” en su texto, destacando el ámbito europeo (64 disposiciones), el estatal (22 
disposiciones) y, especialmente, el autonómico (218 disposiciones). 
33 LOPERENA ROTA, D., Desarrollo sostenible y globalización, Thomson Aranzadi, Cizur Menor, 2003, p. 11. 
La etimología de “sostenible” también es un factor de atracción del concepto. Sostenible deriva del latín “sus 
tenere” que significa defender. Tiene, así, una connotación pasiva en cuanto que alude a un proceso capaz de 
ser mantenido o defendido. Pero tiene también un sentido prescriptivo o activo que sugiere una llamada a 
realizar una actuación a favor de lo defendible. La yuxtaposición de ambos significados, el normativo/activo y 
el pasivo permite que la idea de sostenibilidad se utilice en un amplio abanico de formas contradictorias. 
REDCLIFT, M., “El desarrollo sostenible: necesidades, valores, derechos”, en BARCENA, I., IBARRA, P. y 
ZUBIAGA, M. (eds.), Desarrollo sostenible: un concepto polémico, ed. Universidad del País Vasco, Bilbao, 2000, pp. 
18-19. 
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Es, ciertamente, curioso que la idea de la economía circular sea utilizada con fruición y con 
devoción tanto los tecnócratas de las altas instancias europeas, como los más humildes 
servidores públicos de entidades infralocales. Y que lo pueda ser esgrimido con igual soltura 
y entusiasmo un economista neoliberal de nuevo cuño y un antisistema comunista de vieja 
tradición marxista. Para todo el espectro ideológico sirve la sugerente idea de la economía 
circular. Cual bálsamo de Fierabrás, la economía circular es la idea mágica que es capaz de 
curar todas los males ambientales, sociales y económicos de nuestra sociedad. 
 
Ahora bien, cuando el bálsamo de Fierabrás se elabora o se aplica de manera incorrecta no 
sólo no tendrá la eficacia curativa que se le supone, sino que, además, puede incrementar los 
males a los que se enfrenta o generar nuevos daños34. De ahí el cuidado que debe tenerse a 
la hora de utilizar la economía circular como principio jurídico y la necesidad de seguir 
afinando su significado. 
 
3.2.2. Una revolución de terciopelo: la economía circular es una economía de 
mercado más eficiente 
 
La economía circular como concepto jurídico es, como ya se ha visto, un concepto difícil de 
aprehender. Se ha señalado, a este respecto, lo sorprendente que resulta que, existiendo más 
de cien definiciones del concepto, las normas jurídicas que la han incorporado no hayan 
adoptado una definición precisa y uniforme de dicho concepto35. 
 
Por otro lado, cabe apreciar una notable diferencia entre los ambiciosos objetivos que se 
asignan a la economía circular y los medios o instrumentos jurídicos con los que se pretende 
lograr su implantación. En efecto, se persigue alcanzar “un cambio sistémico completo”, una 
nueva economía con una estructuración diferente y una redefinición de sus componentes 
básicos, como la propiedad o la responsabilidad. Sin embargo, de las medidas incluidas en el 
Plan de Acción para la economía circular y de las modificaciones aprobadas o anunciadas no 
cabe esperar una metamorfosis sistémica en el ordenamiento de la Unión Europea o en el de 
sus Estados miembros. 
                                                             
34 Recuérdese que al más ingenioso hidalgo de nuestra caballería, el bálsamo le produjo vómitos y sudores 
durante toda una noche, si bien, al día siguiente se notó recuperado de sus dolencias. Pero, para su escudero 
Sancho Panza los efectos nocivos fueron mucho más duraderos e incómodos. 
35 SANTAMARÍA ARINAS, R. J., “Economía circular: líneas maestras de un concepto jurídico en 
construcción”, p. 8. 
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A la vista de lo que está ocurriendo, da la sensación de que el legislador se está mostrando 
en el ámbito de la economía circular con una “actitud artificiosa e impostada que adopta por 
conveniencia o presunción”. En estos términos define el diccionario de la RAE uno de los 
recientes términos incorporados al mismo: “postureo”. Lamentablemente, cada vez con 
mayor frecuencia se publican en los boletines oficiales disposiciones jurídicas para el 
“postureo” político. De otra manera, no puede entenderse que una ley de economía circular 
–como la de Castilla-La Mancha– se fije nada menos que quince objetivos, todos ellos 
ambiciosos y con vocación de transformar el nuevo modelo económico actual y que, en sus 
escasos nueve artículos (la mayoría de ellos dedicados a cuestiones conceptuales y a la fijación 
de principios, de objetivos y de líneas de actuación), sólo se prevea como herramientas para 
conseguirlos una Estrategia de Economía Circular, una previsión para la futura creación de 
incentivos económicos y una Comisión de coordinación y de colaboración. Con tan escasos 
medios es inevitable recordar el dicho que aconseja que “si quieres que algo no funcione, 
crea una comisión”. 
 
Se quejaba Tirso de Molina de las grandes diferencias que suelen existir entre lo vivo y lo 
pintado, cuando después de apreciar un retrato se acaba conociendo en la realidad a la 
persona retratada. Lo mismo sucede en el ámbito de la economía circular cuando se 
comparan los pomposos objetivos y principios pintados en los textos normativos y 
programáticos las escasísimas concreciones vivas que lucen en su articulado. 
 
A la vista de todo ello, no cabe sino concluir que la pretendida y anunciada revolución 
paradigmática que debe transformar el modelo económico vigente, no va a ser, al menos por 
el momento, sino una revolución de terciopelo o superficial en la que no cambiarán los 
cimientos de la economía de mercado. En el mejor de los casos —y ojalá así sea— se 
alcanzará una mayor eficiencia en el uso de los recursos y una mejora en las tasas de 
aprovechamiento de los residuos. No trato con ello de minusvalorar estos objetivos, sino de 
enfocar con una mayor dosis de realidad y de modestia las líneas de actuación más relevantes 
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3.2.3. Los retos pendientes en el ámbito de los residuos son los retos clásicos 
 
Que los residuos son fuente de recursos es algo conocido desde antiguo. La profesión de lo 
que hoy llamamos “reciclador” es, también, sobradamente conocida. Traperos, chatarreros, 
chamarileros, ropavejeros, quincalleros eran oficios que surgieron a partir de la revolución 
industrial y el consiguiente desarrollo urbano36. 
 
Por ello, la idea de la economía circular es tan antigua como la política de residuos. Resulta 
exagerado hablar de la economía circular como un nuevo paradigma ambiental. Como se ha 
visto, por el momento, los desarrollos normativos más importantes se han centrado en el 
ámbito de los residuos. Y las novedades que en este sector se han producido, no dejan de ser 
sino pequeños avances en ideas ya sólidamente aceptadas. 
 
En realidad, los retos que la economía circular plantea tienen que ver con los retos clásicos 
de la política y la legislación de residuos. Me refiero a cuestiones como la del concepto de 
residuo (definido nuevamente por la modificación de la Directiva de residuos), el 
replanteamiento de las diferentes clases de residuos a efectos de determinar la 
responsabilidad sobre los mismos37, el reforzamiento de la eficacia de la jerarquía de residuos, 
el impulso de la normas específicas sobre las condiciones que determinan el fin de la 
condición de residuo, o la clarificación de distinción entre la condición jurídica de los 
subproductos y la de las materias primas secundarias, etc. 
 
Para ello será necesario profundizar en el establecimiento de regímenes jurídicos específicos 
para los distintos flujos de productos y los residuos que de ellos se deriven. Es decir, que 
cabe esperar que en el futuro, los desarrollos normativos de la economía circular traerán 
consigo una intensificación de tendencia a la sectorialización. Sólo de esa manera se podrán 
fijar las condiciones concretas de diseño, composición, comercialización de productos y las 
de la posterior gestión de los residuos derivados de los mismos. 
 
 
                                                             
36 La mejor descripción literaria de estos oficios nos la ofreció Pío Baroja en su trilogía de La lucha por la vida, 
muy especialmente, en la primera de las novelas que la componen, La busca, escrita en 1904. 
37 Sobre este problemático concepto de residuo, que parece que nunca logrará afianzarse definitivamente, y 
sobre la emergencia de nuevas clases de residuos de dudosa adscripción a efectos de responsabilidad (como es 
el caso de los residuos comerciales) me remito a ALENZA GARCÍA, J. F., “El concepto jurídico de residuo y 
sus clases”, Revista Aranzadi de Derecho Ambiental, núm. 38, 2017, pp. 327-353. 
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4. ¿DEBE CAMBIAR LA ECONOMÍA O DEBE CAMBIAR LA 
SOCIEDAD? REIVINDICACIÓN DEL DERECHO 
AMBIENTAL Y DE LOS VALORES JURÍDICOS 
 
4.1. El desconcierto del iusambientalista 
 
El inevitable componente técnico de la normativa ambiental no explica que, en muchas 
ocasiones, se postergue a los juristas en la redacción de los proyectos legislativos. Esta 
situación denunciada hace años por Loperena Rota38 se ha visto hoy agravada por otra serie 
de amenazas externas a la calidad de la normativa ambiental y a los procesos de elaboración 
de los textos legislativos. 
 
Por un lado, la emergencia de un exacerbado populismo participativo que, en ocasiones, lleva 
a otorgar un desmesurado protagonismo a las propuestas de disposiciones normativas que, 
surgidas de bienintencionadas organizaciones y de implicados ciudadanos, carecen de las 
mínimas condiciones de coherencia normativa y de calidad jurídica. Es evidente la imperiosa 
necesidad de la participación ciudadana en el proceso de elaboración de políticas y de normas 
ambientales tanto por razones de democracia ambiental, como de eficacia de las mismas, 
pues la aplicabilidad efectiva de las previsiones ambientales depende, en gran medida, de que 
se ajusten a las aspiraciones sociales y de que sean capaces de implicar a los principales 
destinatarios de las normas. Ahora bien, ello no significa que deban incorporarse a las normas 
disposiciones incoherentes o disposiciones vacías de significado jurídico. Las propuestas 
ciudadanas deben pasar por el correspondiente filtro de calidad normativa para evitar que las 
normas incurran en graves incorrecciones de técnica legislativa, como desgraciadamente 
sucede cada vez con mayor frecuencia39. 
                                                             
38 LOPERENA ROTA, D., “La perplejidad del iusambientalista”, en el vol. col. El Derecho Administrativo en el 
umbral del siglo XXI: homenaje al profesor Dr. D. Ramón Martín Mateo, (coord. Sosa Wagner), vol. 3, 2000, pp. 3567-
3588. 
39 Un ejemplo reciente puede verse en la Ley Foral navarra 14/2018, de 18 de junio, de Residuos y su fiscalidad 
(a lo que me he referido en ALENZA GARCÍA, J. F., “Una Ley Foral de Residuos ambiciosa en los objetivos 
e incierta en los medios para lograrlos”, en el vol. col. Observatorio de políticas ambientales 2019, ed. Ministerio de 
Ciencia, Innovación y Universidades/CIEDA-CIEMAT, 2019, pp. 1267-1268). Esta Ley Foral presenta 
notables deficiencias de técnica legislativa que van desde una inapropiada y distorsionadora concepción del 
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A la hegemonía de los tecnólogos y a la deriva de los populismos participativos, se suma 
ahora la aplastante influencia de las tecnocracias economicistas. La “economía circular” es 
sólo una más de las numerosas expresiones que están invadiendo la normativa ambiental de 
los conceptos económicos: economía sostenible, economía hipocarbónica, bioeconomía40, 
economía verde41, economía azul42, etc., sin que falten combinaciones de varios de esos tipos 
de economía, propugnando por ejemplo una economía inteligente, sostenible e integradora43. 
 
4.2. De la sociedad del reciclado a la economía circular ¿Debe transformarse la 
economía o la sociedad? 
 
La Directiva 2008/1998/CE sobre residuos se proponía como uno de sus objetivos 
transformar la UE en una “sociedad del reciclado”44. La Directiva (UE) 2018/851 que la 
modifica ha suprimido del articulado esa expresión y la ha sustituido por la de la “economía 
circular”45, que ahora se utiliza para indicar el objetivo último de las finalidades de la directiva 
                                                             
sistema de fuentes (la ley foral se presenta como un instrumento de concreción y desarrollo lo establecido en 
un previo Plan de Residuos y no como la fuente legitimadora de la planificación de residuos), al establecimiento 
de una serie de cláusulas de buenas intenciones sin contenido efectivo alguno, pasando por una insuficiente y 
deficitaria regulación de los planes de residuos en la que destaca la proclamación de algunos principios tan 
insólitos y pintorescos como el de “consenso” o el de “sensibilidad”. 
40 Véase, por ejemplo, la Comunicación de la Comisión: “Una bioeconomía sosenible para Europa: consolidar 
la conexión entre la economía, la sociedad y el medio ambiente” (SWV(2018) 431 final). 
41 Véase el Decreto extremeño 207/2019, de 28 de diciembre, que establece las bases reguladoras y normas de 
aplicación del régimen de ayudas para el fomento de una economía verde y circular en las explotaciones agrarias 
en la Comunidad Autónoma de Extremadura. 
42 Véase el Decreto canario 27/2018, de 26 de febrero, por el que se crea y regula el Comité de Personas 
Expertas para el estudio del cambio climático de Canarias y fomento de la economía circular y azul. 
43 Comunicación de la Comisión Europea, Europa 2020 Una estrategia para un crecimiento inteligente, 
sostenible e integrador», COM (2010) 2020 final, 3 de marzo, 2010. 
44 Así se indicaba hasta en tres ocasiones en la exposición de motivos (considerandos 28, 29 y 41). 
45 Aparece hasta en siete considerandos (1, 2, 3, 7, 43, 44 y 61). 
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(art. 1)46 y para subrayar el fundamento de los objetivos relativos a la preparación para la 
reutilización y el reciclado (art. 11.2)47. 
 
De ello se deduce que la Directiva marco de residuos ha renunciado a transformar la sociedad 
y pasa ahora a conformarse con cambiar la economía, la cual, por muy importante que sea, 
no deja de ser tan solo una parte de la sociedad. 
 
La saturación economicista que se puede apreciar en la normativa ambiental revela una 
confianza desmesurada en que solo a través de la economía puede resolverse la crisis 
ambiental. Evidentemente, los factores económicos son una parte muy importante de los 
problemas ambientales y, por tanto, también de las soluciones. Pero, no puede ser la única 
vía, porque es evidente que buena parte de los problemas ambientales derivan de 
comportamientos inducidos por cuestiones culturales y no económicas. 
 
Por ello, de la misma manera que en ocasiones se ha esgrimido el famoso eslogan de la 
campaña que llevó a Bill Clinton a la presidencia de los Estados Unidos (“es la economía, 
estúpido”) para subrayar la importancia de la economía en la vida de las personas, podría 
utilizarse en sentido contrario advirtiendo que “no basta la economía, estúpido”, para 
afrontar los problemas ambientales. 
 
El comportamiento humano individual y, sobre todo, el social no se rige sólo por 
motivaciones económicas. La idea del “homo economicus” constituye una evidente reducción de 
la complejidad del ser humano. En el ámbito de los residuos existen muchos 
comportamientos incorrectos que no se deben a razones económicas, sino a pautas culturales 
o a hábitos sociales que solo se explican por una deficiente educación ambiental o por una 
                                                             
46 Artículo 1: “Objeto y ámbito de aplicación. La presente Directiva establece medidas destinadas a proteger el 
medio ambiente y la salud humana mediante la prevención o la reducción de la generación de residuos y de los 
impactos negativos de la generación y gestión de los residuos, mediante la reducción del impacto global del uso 
de los recursos y mediante la mejora de la eficiencia de dicho uso, elementos cruciales para efectuar la transición 
a una economía circular y garantizar la competitividad de la Unión a largo plazo”. 
47 Donde la redacción original de este precepto decía “con objeto de cumplir los objetivos de la presente 
Directiva y de avanzar hacia una sociedad europea del reciclado con un alto nivel de eficiencia de los recursos…”, 
ahora dice “con objeto de cumplir los objetivos de la presente Directiva y de avanzar hacia una economía circular 
europea con un alto nivel de eficiencia de los recursos…”. 
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inexistente concienciación ecológica. Y al contrario. Muchas actuaciones correctas (como la 
separación en origen de los residuos domiciliarios) se realizan sin que existan incentivos 
económicos que las impulsen. 
 
En definitiva, me parece decepcionante el cambio de enfoque de la política de residuos y, en 
general, de la política ambiental. Centrar sus aspiraciones en el cambio del tipo de economía 
(de la lineal a la circular) y renunciar a transformar la sociedad (las pautas de comportamiento, 
los hábitos de consumo, los modos de vida, etc.), constituye, a mi juicio, un retroceso 
estratégico. Confiar en que la transición de una economía lineal a una economía circular –
llegue cuando llegue– es el camino adecuado para solucionar los problemas ambientales es 
creer en los “cuentos de hadas” economicistas48. 
 
4.3. Reivindicación de los valores jurídicos del Derecho Ambiental 
 
En los centros actuales del poder normativo suele olvidarse que las bases del Derecho son 
de índole moral puesto que plasman –con la técnica jurídica que sea precisa en cada caso– 
las convicciones éticas de la sociedad. Valores como la dignidad del hombre, la solidaridad, 
o la protección de la vulnerabilidad, han ido cristalizando en las instituciones y en las técnicas 
jurídicas de tal modo que hoy están sólidamente arraigados en la mayoría de los sistemas 
jurídicos avanzados. Desde hace unas décadas, cuando el ambiente pasa a convertirse en 
objeto de la regulación, se ha incorporado también la ética ambiental. Como en su momento, 
señaló Martín Mateo, la asunción planetaria de una ética ecológica es un prius del Derecho 
ambiental, un presupuesto indispensable para la adopción de un Derecho ambiental 
adecuado 49. 
 
Ese Derecho ambiental puede perder de vista la ética ambiental como consecuencia de esas 
amenazas “externas” procedentes del supremacismo tecnológico, de los excesos populistas 
y del imperialismo economicista. Pero, más nocivo que los riesgos procedentes esas 
                                                             
48 Tomo esta expresión de una de las célebres recriminaciones que Greta Thumberg exclamó en la Cumbre del 
Clima de Naciones Unidas en septiembre de 2019: “¿Cómo se atreven? Ustedes solo hablan de dinero, de 
cuentos de hadas y de eternas promesas de crecimiento económico”. 
49 MARTÍN MATEO, R., “La revolución ambiental pendiente”, Tratado de Derecho Ambiental, t. IV, Edisofer, 
Madrid, 2003, p. 41. 
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amenazas “externas”, es el riesgo de que los juristas caigan en la desconfianza de lo que 
pueden aportar no sólo al Derecho ambiental, sino también a las políticas y estrategias 
ambientales. 
 
Porque siendo imprescindibles los elementos técnicos y las consideraciones económicas de 
esas estrategias, también lo son las técnicas jurídicas y, sobre todo, los valores jurídicos que 
contienen los principios generales del Derecho y los principios de Derecho ambiental. Ni la 
tecnología, ni la economía son suficientes para transformar, por ejemplo, los hábitos 
personales o sociales sobre el consumo o sobre la preparación y separación en origen de los 
residuos domiciliarios. 
 
La tecnología y la economía tienen en el centro de atención a los procesos y a los bienes, 
mientras que el Derecho se ocupa esencialmente de las personas. Los valores propios del 
Derecho (dignidad humana, solidaridad interplanetaria e intergeneracional, protección de la 
vulnerabilidad humana y de la vulnerabilidad de la naturaleza50) son claves para la protección 
ambiental y el Derecho los ha estado impulsando desde hace milenios. 
 
Esos valores son capaces, además, de adaptarse a los nuevos requerimientos ético-
ambientales. Sería posible, por ejemplo, utilizar los valores jurídicos más antiguos, plasmados 
en los tres preceptos de Ulpiano51, como guía o parámetro de la regulación de los residuos. 
En efecto, sería posible encuadrar los actuales principios del ordenamiento de los residuos 
entre esas tres máximas jurídicas del Digesto: 
 
1. Suum cuique tribuere. De la exigencia de dar a cada uno se derivan con naturalidad los 
principios de autosuficiencia y de proximidad, así como el principio de 
responsabilidad ampliada del productor. También el principio quien contamina paga 
está vinculado a esta máxima, ya que, en materia, de residuos, no está claro a quién 
le corresponde pagar por los residuos (¿al productor inicial de residuos, al poseedor 
                                                             
50 Sobre el concepto de vulnerabilidad ambiental véase ALENZA GARCÍA, J. F., “Vulnerabilidad ambiental y 
vulnerabilidad climática”, en el monográfico “El Derecho ambiental entre la ciencia, la economía y la 
sociología”, de la Revista Catalana de Dret Ambiental, vol 10, nº 1, 2019. 
51 En el Digesto se recogen de la siguiente manera: “Iuris praecepta sunt haec: honeste vivere, alterum non 
laedere, suum cuique tribuere” (Los preceptos del derecho son: vivir honestamente, no dañar a nadie y dar a 
cada uno lo que es suyo) (D.1.1.10.1). 
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actual, al poseedor anterior o al productor del producto del que proceden los 
residuos?52), por lo será preciso realizar una previa determinación justa de las 
responsabilidades. 
2. Alterum non laedere. Este precepto comprende el principio de gestión racional de los 
residuos (sin poner en peligro la salud del hombre, ni el ambiente) y el principio de 
quien contamina paga, en su vertiente de pago por el daño causado. 
3. Honeste vivere. Este principio fundamenta la transformación de la sociedad del 
despilfarro en una sociedad más moderada en su consumo y en sus modos de 
producción. Vivir honestamente debe servir de guía para promover un consumo 
responsable tanto de carácter privado (evitando el despilfarro consumista y la 
imposición cuasiforzosa de un consumo compulsivo), como de carácter público 
(generalizando una contratación pública con criterio ambiental), así como una 
producción responsable (con un diseño ecológico de los productos y las demás 
exigencias de las políticas de ciclo de vida integral de los productos). 
 
 
5. REFLEXIÓN FINAL: MÁS DERECHO EN LAS POLÍTICAS 
AMBIENTALES Y, SOBRE TODO, EN EL DERECHO 
AMBIENTAL 
 
Termino aquí este trabajo que anunciaba como “inútil” en el sentido de que iba a proponer 
más interrogantes que soluciones. Quiero insistir, para finalizar, en la idea de que las 
soluciones a la problemática ambiental no son ajenas a lo jurídico. 
 
Bienvenida sea la idea de la economía circular para avanzar en el desarrollo sostenible por 
sus razonables y ambiciosos objetivos y por su impulso renovador e inspirador. 
 
Está por ver cómo se desenvolverá en el futuro como principio jurídico. En cualquier caso, 
los juristas deben evitar caer en la seducción de aparentes “nuevos” paradigmas metajurídicos 
y, sobre todo, no deben dudar de los mecanismos jurídicos tradicionales, ni de los valores 
que encierra el Derecho para diseñar los medios necesarios para lograr los objetivos 
ambientales. 
                                                             
52 Todas estas posibilidades son admitidas por el artículo 14 de la Directiva de residuos. 
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Como se ha podido comprobar, frente a la incorporación de esos “nuevos” paradigmas 
económicos, es posible aplicar los valores jurídicos primordiales al Derecho de los residuos 
y, en general, al Derecho ambiental. Ni la tecnología, ni la economía son la panacea ambiental. 
Es cierto, que uno de los problemas clásicos del Derecho ambiental es el de su inefectividad. 
Pero, ante esa dudosa eficacia debemos reclamar más Derecho. Tenemos que consolidar con 
firmeza una asertividad jurídica que impida abandonar los espacios propios del jurista en la 
elaboración y en la aplicación de las normas y de las políticas públicas a otros profesionales53, 
y que logre asentar entre los principios del Derecho ambiental los de naturaleza 
esencialmente jurídica54. 
 
Como decía, Martín Mateo, los ambientalistas (no sólo los iusambientalistas) deben tener una 
“sólida ambición normativa” 55. Sin ella, no se logrará la construcción de un auténtico Estado 
social y ambiental de Derecho que asuma los inaplazables e imprescindibles requerimientos 
ambientales 
                                                             
53 Recientemente NIETO ha llamado la atención sobre la dejación de funciones de los contemporáneos 
administrativistas. Frente a la labor de las generaciones de administrativistas que tuvieron un protagonismo 
esencial en la conformación de las políticas públicas y del propio Estado, considera que “las generaciones 
siguientes han continuado perfeccionando el Derecho Administrativo con maestría artesanal, pero han 
renunciado a colaborar en la crítica y reforma del Estado, que han dejado en manos de los políticos a cuyo 
servicio se han puesto sin aspirar ya, como se hacía antes a orientarles. A la épica ha sucedido el oficio; a las 
ambiciones de renovación cultural (política y jurídica), el vuelo raso de los éxitos forenses” (Testimonios de un 
jurista, cit., p. 298). 
54 Asimismo, se está volviendo a sentir la necesidad de una asunción expresa del derecho a un ambiente 
adecuado entre los derechos humanos y fundamentales para la construcción del auténtico Estado social y 
democrático de Derecho ambiental. A ello apuntan también algunos proyectos normativos internacionales 
(como el Proyecto del Pacto Mundial por el Medio Ambiente), así como la doctrina más autorizada como, por 
ejemplo, JORDANO FRAGA, J. (“La Administración en el Estado ambiental de Derecho”, RAP, núm. 173, 
2007, pp. 101-141) o LORENZETI, R. L., y LORENZETTI, P. (Derecho Ambiental, ed. Rubinzal, Buenos Aires, 
2018, pp. 66 y ss.). En esta misma línea ha reclamado recientemente ÁLVAREZ CARREÑO la necesidad de 
“anclar la protección del medio ambiente en el nivel superior de nuestro ordenamiento –constitutido nuestro 
Estado entonces propiamente en social, ambiental y democrático de Derecho– para garantizar al máximo nivel 
como derecho fundamental en nuestra Constitución el derecho de toda persona a vivier en un medio 
ecológicamente sano” (“Tiempos nuevos, ¿tiempos salvajes?”, RADA, núm. 43, 2019) 
55 “Mientras a los economistas liberales les bastaría teóricamente, con un mínimo de reglas, los ambientalistas 
debemos tener una sólida ambición normativa. El ordenamiento ambiental es por ello complejo y proteico y 
debe ser renovado al compás de los sucesivos avances y modificaciones de los conocimientos científicos” 
(MARTÍN MATEO, R., “La revolución ambiental pendiente”, Tratado de Derecho Ambiental, t. IV, cit., p. 37). 
